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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno  de mayo del año 2010 dos mil diez.   

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 038/2010-JN, promovido por la ciudadana Felicitas Torres Dorantes, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que la actora, se ostenta sabedora del acto impugnado consistente en la calificación de la infracción; toda vez que manifiesta que tuvo conocimiento de dicha calificación a través del estado de cuenta de multas municipales, el día 2 dos de diciembre del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el Acta de Infracción número 198,685 A (Ciento noventa y ocho mil seiscientos ochenta y cinco letra A), de fecha 27 veintisiete de mayo del año 2009, dos mil nueve; la calificación de la infracción e imposición de una multa por la cantidad de $260.00 (Doscientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional); y, por último, el mandamiento de ejecución de fecha 6 seis de noviembre del 2009 dos mil nueve -respecto del crédito número 0913939 (cero-nueve-uno-tres-nueve-tres-nueve)-, y el acta de embargo anexa, practicada el 17 diecisiete de noviembre de ese mismo año; se encuentra acreditada en autos, con la copia al carbón tanto de la infracción impugnada como del mandamiento de ejecución con acta de embargo; así como con la impresión original del estado de cuenta de fecha 2 dos de diciembre de 2009, dos mil nueve (visibles en copia certificada, el acta de infracción a fojas 6 seis y 7 siete; el mandamiento de ejecución y acta de embargo, a fojas 8 ocho y 9 nueve; en tanto que el estado de cuenta, a foja 11 once del expediente de la presente causa administrativa); que acompañó la actora, a su escrito de demanda y le fueron admitidos como prueba de su intención; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que los dos primeros son documentos públicos emitidos, respectivamente, por los inspectores adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control, la Directora General de Ingresos y el Ministro ejecutor adscrito; y, el segundo, no obstante ser un documento privado; de su lectura se desprende por su contenido, que esta adminiculado con el acta de infracción, por hacer referencia concreta al número de folio que es el mismo, la dependencia, el infractor, su domicilio, así como la fecha de la emisión de la infracción; por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por la actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 27 veintisiete de mayo del año 2009, dos mil nueve, los inspectores adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control, de nombres Ma. Carlota Arteaga Cano y Cesar Iván Acevedo Gallo, se constituyeron en el domicilio de la ciudadana Felicitas Torres Dorantes, procediendo a levantar un acta de infracción por el motivo de que en el establecimiento propiedad de la parte actora, ubicado en calle 16 dieciséis de julio, de la colonia Ampliación San Francisco de Asís, de esta ciudad, se encontraba en funcionamiento una sinfonola sin permiso de la Tesorería Municipal, acta que posteriormente fue calificada, imponiéndose una sanción consistente en multa, por la cantidad de $260.00 (Doscientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional); según se desprende del estado de cuenta anexado por la actora; así las cosas, posteriormente, con fecha 6 seis de noviembre de 2009, dos mil nueve, se emitió por la Directora General de Ingresos, el mandamiento de ejecución del crédito número 0913939 (cero-nueve-uno-tres-nueve-tres-nueve), practicándose, el día 17 del mismo mes y año, embargo sobre bienes propiedad de la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De los señalados actos, la parte actora aduce que son ilegales, pues en primer término niega los hechos señalados por los inspectores en el acta y, en segundo, señala que no se emitió una orden de inspección, previamente a la realización de la visita en la que levantaron los inspectores el acta de infracción, además de que durante la práctica de la visita no se designaron testigos; por otra parte, que al calificar la infracción no se cumplió con la garantía de audiencia; y, que el mandamiento de ejecución no contiene firma autógrafa;  constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

QUINTO.-.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el presente proceso administrativo, de oficio, este Juzgador advierte que resulta procedente sobreseerlo en virtud de que en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en comento, toda vez que el proceso se promovió fuera del término de los 30 treinta días siguientes a la fecha en que la actora tuvo conocimiento de los actos impugnados, por lo que existe consentimiento tácito en  base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que el término para formular la demanda promoviendo proceso administrativo, es dentro de los 30 treinta días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor -el interesado- de su contenido o ejecución; por su parte, la fracción IV del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa establece que para considerar el acto impugnado como consentido tácitamente, se requiere que no se haya promovido el proceso administrativo en los plazos que señala dicho Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Así las cosas, en primer lugar, respecto de los actos impugnados consistentes en el acta de infracción número 198,685 A (Ciento noventa y ocho mil seiscientos ochenta y cinco letra A), de fecha 27 veintisiete de mayo del año 2009, dos mil nueve, su calificación e imposición de una multa por la cantidad de $260.00 (Doscientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional), se concluye que la actora los consistió tácitamente, pues tuvo pleno conocimiento de la calificación e imposición de la multa, -lo que da carácter de definitivo al acta de infracción materia de la litis-, el día 5 cinco de agosto de 2009, dos mil nueve, según se encuentra acreditado en la presente causa administrativa, con la notificación que en esa fecha se hace del documento determinante de crédito emitido, con fecha 10 diez de junio del mismo año, por la Directora General de Ingresos, documento que es visible en copia certificada a foja 43 cuarenta y tres y que fue ofrecido y admitido como prueba a dicha autoridad, el cual merece pleno valor probatorio por tratarse de un documento público expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, de dicho documento determinante de crédito se desprende fehacientemente que la ciudadana Felicitas Torres Dorantes, tuvo pleno conocimiento de que la infracción impugnada, había sido ya calificada y que, como consecuencia, se le impuso una multa por la cantidad de $260.00 (Doscientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional), pues en el documento se hace referencia específica al número de la infracción (198685 ciento noventa y ocho mil seiscientos ochenta y cinco), a la fecha en que se levantó el acta de infracción (27 veintisiete de mayo de 2009 dos mil nueve) y al motivo de la infracción (no contar con el permiso de Tesorería para el funcionamiento de una sinfonola), por lo que no hay lugar a dudas de que tuvo conocimiento de los actos impugnados consistentes en calificación e imposición de la multa, desde el 5 cinco de agosto del 2009, dos mil nueve, máxime porque en dicho documento consta, en el renglón de notificado, una firma que en términos generales, sin ser peritos en la materia, se aprecia similar a la que calza tanto el escrito inicial de demanda como el escrito de ampliación de demanda y la credencial de elector, que a nombre de Felicitas Torres Dorantes, obra en copia fotostática simple a fojas 12 doce, amén de que la propia actora, al ampliar su demanda reconoce que tuvo conocimiento de la calificación e imposición de la multa mediante el inicio del procedimiento de ejecución, por lo que para cuando se promovió el proceso administrativo, esto es al 21 veintiuno de enero de 2010, dos mil diez, ya había transcurrido en exceso el término establecido en el artículo 263 referido en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es oportuno señalar que la actora, respecto del documento determinante de crédito y su notificación, tuvo la oportunidad de impugnarlo al ampliar su demanda o bien, objetarlo dentro del término que estable el artículo 86 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, respecto de los actos consistentes en el mandamiento de ejecución de fecha 6 seis de noviembre del 2009, dos mil nueve -respecto del crédito número 0913939 (cero-nueve-uno-tres-nueve-tres-nueve)- así como el acta de embargo anexa, practicada el 17 diecisiete de noviembre de ese mismo año, este Juzgador considera que también se consintieron tácitamente, al tener la actora conocimiento de los mismos desde el 17 de noviembre de 2009, dos mil nueve, lo que se desprende de lo externado por la misma en su escrito de ampliación de demanda, al decir: “Aunado…….también lo es que dicha sanción fue notificada, por lo que el suscrito tuvo conocimiento de la multa impuesta una vez que esta fue requerida por parte de la Dirección de Ingresos por conducto del Ministro Ejecutor, de ahí que fue a partir de tener conocimiento de dicha imposición”, de donde debemos razonar que la diligencia de embargo practicada por el Ministro Ejecutor -José Antonio Vázquez Elizondo- se entendió con la parte actora en el presente proceso, lo que se robustece con la presunción de que el mandamiento de ejecución y el acta de embargo, obraban en poder de la actora desde el mencionado día 17 diecisiete de noviembre del 2009 dos mil nueve, pues los exhibe junto con su demanda ofreciéndolos como prueba de su intención, mismos que le fueron admitidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, al tener la justiciable conocimiento del documento, que contiene el mandamiento de ejecución y acta de embargo, desde el 17 diecisiete de noviembre del año próximo-pasado, se logra determinar que el proceso fue promovido fuera del término establecido para presentar la demanda, pues dicho término inicio el 19 del mismo mes y año, para concluir el 15 quince de enero del 2010, dos mil diez, ello conforme al siguiente computo: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

a) Como días hábiles se consideran los días jueves 19 diecinueve, viernes 20 veinte, lunes 23 veintitrés, martes 24 veinticuatro, miércoles 25 veinticinco, jueves 26 veintiséis, viernes 27 veintisiete y lunes 30 treinta de noviembre del 2009 dos mil nueve; martes 1 uno, miércoles 2 dos, jueves 3 tres, viernes 4 cuatro, lunes 7 siete, martes 8 ocho, miércoles 9 nueve, jueves 10 diez, viernes 11 once, lunes 14 catorce, martes 15 quince y miércoles 16 dieciséis de diciembre del mismo año; lunes 4 cuatro, martes 5 cinco, miércoles 6 seis, jueves 7 siete, viernes 8 ocho, lunes 11 once, martes 12 doce, miércoles 13 trece, jueves 14 y viernes 15 quince de enero de 2010 dos mil diez . . . . . . . . . . . . 
b) Como días inhábiles, son el miércoles 18 dieciocho de noviembre del 2009 dos mil nueve, por surtir efectos la notificación; los días 21 veintiuno, 22 veintidós, 28 veintiocho y 29 veintinueve de noviembre, 5 cinco, 6 seis, 12 doce, 13 trece, 19 diecinueve, 20 veinte, 25 veinticinco, 26 veintiséis y 27 veintisiete de diciembre del 2009, dos mil nueve, 1 uno, 2 dos, 3 tres, 9 nueve y 10 diez de enero del 2010 dos mil diez, por ser sábados, domingos y días festivos; jueves 17 diecisiete, viernes 18 dieciocho, lunes 21 veintiuno, martes 22 veintidós, miércoles 23 veintitrés, jueves 24 veinticuatro, lunes 28 veintiocho, martes 29 veintinueve, miércoles 30 treinta y jueves 31 treinta y uno de diciembre del 2009 dos mil nueve, por corresponder al segundo período vacacional de los Juzgados Administrativos de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Es por todo lo antes expresado, que la ciudadana Felicitas Torres Dorantes no promovió el proceso administrativo en el plazo que señala el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, actualizándose con ello la hipótesis prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento antes citado, por lo que procede sobreseer la presente causa administrativa, con fundamento en el artículo 262, fracción II, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo, atendiendo al principio de economía procesal, no se hace el estudio de las causales de improcedencia esgrimidas por las autoridades demandadas, ya que tal análisis no cambiaría el sentido de la presente resolución; así como tampoco se estudian los conceptos de impugnación expresados por la actora, pues la actualización de la causa de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción IV, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Notifíquese a la parte actora personalmente y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

